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PROCESADOS: ALEXÁNDER LÓPÉZ LÓPEZ Y OTYROS
DEFINE COMPETENCIA

A. N°12 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:                

Penal –  Homicidio Agravado- Define competencia

Radicación Nro.:
  
660016000035201601767-01
Procesado:   

ALEXÁNDER LÓPÉZ LÓPEZ Y OTROS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

TEMA: 


HOMICIDIO AGRAVADO/ COMPETENCIA PARA RESOLVER SOLICITUD DE CAMBIO DE CAUCIÓN O REDUCCIÓN / CORRESPONDE AL MISMO JUEZ QUE FIJÓ LA CAUCIÓN / NO SIGUE LAS REGLAS DE REVOCATORIA O SUSTITUCIÓN DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / DEFINE COMPETENCIA.  La Sala Mayoritaria no discute que los asuntos referidos a la libertad están radicados en los jueces de control de garantías, ni tampoco por supuesto que la prórroga o sustitución de las medidas de aseguramiento igualmente están asignadas a jueces de esa categoría; empero, el tema específico del cambio de una caución prendaria a juratoria, o la reducción de su monto, no debe seguir igual línea de pensamiento, como quiera que esa determinación debe estar a cargo del mismo funcionario que la impuso. Los argumentos que se tienen para asegurarlo de esa manera, son múltiples:

- No estamos frente a la revocatoria o sustitución de una medida de aseguramiento.- Es el mismo juez que impone una fianza el llamado a revalorar sus propios argumentos, como quiera que para su imposición tuvo que elaborar un análisis que justificada no solo su imposición sino su monto. Luego entonces, debe ser el mismo funcionario quien retome su determinación con miras mantener en firme lo decidido o por el contrario hacer las variaciones que considere ajustadas a derecho. - Para este asunto en particular se está en presencia de un recurso de reconsideración, el cual tiene por objeto una revaluación de la propia determinación con miras a ajustarla a la nueva realidad. Y precisamente por ello, el artículo 319 C.P.P. enseña que una vez fijada la caución, si el procesado carece de recursos suficientes para prestarla, deberá corroborar suficientemente esa incapacidad. Y de allí surge evidente que si fue el titular del Juzgado Quinto Penal del Circuito quien les impuso el pago de un monto de dinero como contraprestación para que los procesados pudieran gozar del derecho a la libertad que allí se les otorgó, será ante ese despacho judicial donde se arrimen las pruebas necesarias para: (i) demostrar la incapacidad para su pago con lo cual habría lugar a prescindir de la garantía; o (ii) la suma que a bien podrían sufragar y el plazo para concretar la misma. Y ese dispositivo además agrega en su inciso final, que la determinación que adopte el señor juez NO ADMITE RECURSO.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL


Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, doce (12) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN N°  240
  SEGUNDA INSTANCIA

	Procesados: 
	Alexánder López López, Diego Alexander Estrada Torres, Johan Sebastián Orozco, Carlos Andrés Guerrero Ramírez y Juan Guillermo Montoya Galvis

	Cédula de ciudadanía:
	9.807.655, 1.088.248.550, 1.088.827.771, 18.522.693 y 1.088.239.366, respectivamente.

	Delito:
	Homicidio agravado

	Víctima:
	Gonzalo Rentería

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Define competencia


1.- VISTOS 

Corresponde a la Corporación pronunciarse sobre la falta de competencia aducida por la titular del Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), para adelantar la audiencia de reducción o sustitución de la caución impuesta por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta misma capital a los señores ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXANDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, para poder acceder a la libertad por vencimiento de términos.
2. antecedentes

Los hechos que dan origen a la presente investigación tuvieron su génesis en mayo 12 de 2016 alrededor de las 19:30 y las 20:00 horas, en el barrio el Plumón, más concretamente frente al bar de nombre “Los Niches” Manzana 5, donde se generó una balacera en la que falleció el señor GONZALO RENTERÍA, y resultaron lesionados los señores INDURAIN SÁNCHEZ y JHON JAIRO ROMAÑA. 

Luego del desarrollo del programa metodológico la Fiscalía pudo establecer que los señores ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXANDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, se encontraban seriamente implicados en la comisión de los delitos investigados, esto es, el homicidio perpetrado en contra del ahora occiso GONZALO RENTERÍA y el posterior desplazamiento de tres familias del barrio el Plumón, lo que tuvo como móvil la venta de unos lotes de terrenos ubicados en dicha barriada. 

Las audiencias concentradas de legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de imposición de medida de aseguramiento se efectuaron ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías (mayo 28 de 2016), en las cuales a los entonces indiciados ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXANDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, se les endilgaron cargos por incurrir en la presunta comisión de los delitos de Homicidio agravado con circunstancias de mayor punibilidad en la persona de Gonzalo Rentería -Art. 103, 104 No. 7 y 58 No. 10 del C.P.- en concurso homogéneo con Homicidio en grado de tentativa por las otras dos personas que resultaron lesionadas -art. 103 y 27 del C.P.- en concurso heterogéneo con Porte Ilegal de Armas de Fuego agravado -art. 365 del C.P.- y en concurso heterogéneo con Desplazamiento Forzado en tres familias -art. 180 del C.P.-, LOS CUALES NO ACEPTARON. Así mismo se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión. 

Por lo anterior, la Fiscalía radicó el respectivo escrito de acusación (septiembre 14 de 2016), correspondiéndole por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante, quien asumió el conocimiento de la actuación, donde se realizó la audiencia de formulación de acusación, de manera fragmentada, dada la inasistencia de uno de los defensores (9 y 28 de noviembre de 2016), y la audiencia preparatoria (febrero 14 y mayo 8 de 2017), dentro de la cual la Fiscalía interpuso un recurso de apelación, que fuera resuelto por esta colegiatura en junio 23 de 2017. 

El 1º de septiembre de 2017, el Fiscal Delegado solicitó ante el Juez de Control de Garantías la prorrogara de la medida de aseguramiento, la cual le fue autorizada, sin embargo, la bancada de defensores apeló tal determinación, recurso que fue desatado por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, quien revocó tal decisión y ordenó la libertad de los procesados por vencimiento de términos previo el pago de una caución prendaria por parte de cada uno de ellos, providencia que quedó en firme en el mes de noviembre de 2017, después de que el Fiscal del caso interpusiera una tutela en contra de la misma. 

Así las cosas, en el mes de diciembre de ese año, los abogados defensores presentaron una solicitud de audiencia ante Juez de Control de Garantías para solicitar el cambio de la caución prendaria por juratoria, a fin de que les sea concedida la libertad; desde entonces, esa solicitud ha pasado por distintos Juzgados de Control de Garantías cuyos titulares se han declarado impedidos para resolver sobre el asunto ya que en el pasado tomaron decisiones dentro de este mismo proceso. De esa manera, finalmente le correspondió el trámite a la Jueza Séptima Penal Municipal de esta localidad, con funciones de control de garantías, quien el 9 de febrero de 2018 instaló la audiencia y escuchó tanto a la parte solicitante como a la Fiscalía que se opone a ello, y aplazó su decisión para darla a conocer en vista pública realizada el día 12 de igual mes y año.  

En la fecha arriba señalada, después de hacer un recuento de los requisitos legales para acceder al cambio de la caución prendaria por juratoria, para la obtención de la libertad por vencimiento de términos, procedió la Jueza a manifestar que como se han dado las cosas dentro de este asunto, a su juicio el único funcionario judicial competente para revocar o variar la caución prendaria impuesta a los imputados es el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, toda vez que fue quien la impuso, e indicó que contra dicha providencia no procedía recurso alguno, por tanto solo le es dado a él modificarla, ya que cualquier decisión que tome otro juez al respecto será susceptible de recursos, apoyó su postura en la sentencia de la Corte Constitucional T-868 de 2002, y en las providencias 30528 de 2002 y 19007 del 4 de septiembre de 2003, todas ellas en donde se permitió entrever que eran los mismos jueces que imponían la caución prendaria los llamados a su modificación. Aunado a ello, consideró que si un juez con categoría circuito fue quien la interpuso, mal haría un fallador de una categoría inferior en revocarla o variarla, pues ello aparte de irracional, atenta contra el principio de la seguridad jurídica, dando lugar a una nulidad procesal por carencia de competencia. 

De esa manera estimó que lo pertinente dentro de este asunto, es darle trámite a lo consagrado en el artículo 54 C.P.P., en concordancia con lo establecido en el numeral 5º del art. 34 del mismo ordenamiento. 

3.- Para resolver, se CONSIDERA

Derrotada por mayoría la ponencia inicialmente presentada por el magistrado Dr. MANUEL YARZAGARAY BANDERA, entra a pronunciarse la Colegiatura acerca de la manifestación de falta de competencia realizada por la titular del Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 906/04, en concordancia con el artículo 34.5 C.P.P. 

La definición de competencia es el mecanismo previsto por la ley 906 de 2004 para precisar, en caso de duda, cuál es el juez indicado para presidir el juzgamiento de determinado asunto, de acuerdo con los factores de competencia.
En este caso concreto la titular del Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) sostiene que no es competente para conocer de la solicitud de reducción o sustitución de la caución prendaria que le fuera impuesta a los señores ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXANDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, previa a disfrutar del beneficio liberatorio que les fuera otorgado por el Juzgado Quinto Penal del Circuito, quien decretó la misma por vencimiento de términos.

En sentir de la referida funcionaria, el competente para revocar o modificar la caución prendaria impuesta a los procesados es el mismo que la emitió, esto es, el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira.

De la información incorporada a la actuación se advierte que en efecto el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira ordenó la revocatoria de la medida de aseguramiento privativa de la libertad que pesaba sobre los procesados, por una no privativa, y lo hizo en sede de segunda instancia a efectos de revocar la determinación que había adoptado inicialmente la titular del Juzgado Sexto Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira en julio 24 de 2017, frente a la solicitud de prórroga de la medida de aseguramiento que impetrara el Fiscal del caso. 

Surge de lo antes mencionado, que la competencia inicial para resolver sobre lo atinente a la libertad de los acusado, aunque la solicitud se hubiese hecho para prorrogar la medida de aseguramiento, correspondía en primera instancia, como es lógico, a un juez de control de garantías y no al juez de categoría circuito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de la ley 1786 de 2016. 

Ahora bien, en cuanto a la caución prendaria, resulta importante recordar que la misma es impuesta por el juez como un medio para compeler al procesado a mantenerse unido al proceso hasta tanto se defina el tema de su responsabilidad penal, sin necesidad de que se encuentre privado de la libertad, toda vez que de no hacerlo podría perder aquella suma de dinero que entregó en prenda, de allí que esté establecida como una de las tantas medidas de aseguramiento no privativas de la libertad contempladas en el literal B del artículo 307 del Código de Procedimiento Penal. 

En consonancia con lo referido, se tiene que el artículo 319 del C.P.P., expresa que: 

“Artículo 319. De la caución. Fijada por el juez una caución, el obligado con la misma, si carece de recursos suficientes para prestarla, deberá demostrar suficientemente esa incapacidad así como la cuantía que podría atender dentro del plazo que se le señale.

En el evento en que se demuestre la incapacidad del imputado para prestar caución prendaria, esta podrá ser sustituida por cualquiera de las medidas de aseguramiento previstas en el literal B del artículo 307, de acuerdo con los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad….”.

El inicial magistrado ponente manifestó en el proyecto derrotado, que por estar relacionado este asunto con la libertad todo lo concerniente con ese tema sigue siendo del resorte de los jueces de control de garantías, independientemente de que la decisión sobre la modalidad del pago de la caución haya sido regulada por un juzgado con categoría circuito, e igualmente, que la competencia para conocer sobre la prórroga o sustitución de las medidas de aseguramiento -art. 318 C.P.P.- ha sido radicada tanto por la ley como por la jurisprudencia en cabeza de los jueces de control de garantías en primera instancia. La Sala Mayoritaria no discute que los asuntos referidos a la libertad están radicados en los jueces de control de garantías, ni tampoco por supuesto que la prórroga o sustitución de las medidas de aseguramiento igualmente están asignadas a jueces de esa categoría; empero, el tema específico del cambio de una caución prendaria a juratoria, o la reducción de su monto, no debe seguir igual línea de pensamiento, como quiera que esa determinación debe estar a cargo del mismo funcionario que la impuso. Los argumentos que se tienen para asegurarlo de esa manera, son múltiples:

- No estamos frente a la revocatoria o sustitución de una medida de aseguramiento.

- Es el mismo juez que impone una fianza el llamado a revalorar sus propios argumentos, como quiera que para su imposición tuvo que elaborar un análisis que justificada no solo su imposición sino su monto. Luego entonces, debe ser el mismo funcionario quien retome su determinación con miras mantener en firme lo decidido o por el contrario hacer las variaciones que considere ajustadas a derecho. 

- Para este asunto en particular se está en presencia de un recurso de reconsideración, el cual tiene por objeto una revaluación de la propia determinación con miras a ajustarla a la nueva realidad. Y precisamente por ello, el artículo 319 C.P.P. enseña que una vez fijada la caución, si el procesado carece de recursos suficientes para prestarla, deberá corroborar suficientemente esa incapacidad. Y de allí surge evidente que si fue el titular del Juzgado Quinto Penal del Circuito quien les impuso el pago de un monto de dinero como contraprestación para que los procesados pudieran gozar del derecho a la libertad que allí se les otorgó, será ante ese despacho judicial donde se arrimen las pruebas necesarias para: (i) demostrar la incapacidad para su pago con lo cual habría lugar a prescindir de la garantía; o (ii) la suma que a bien podrían sufragar y el plazo para concretar la misma. Y ese dispositivo además agrega en su inciso final, que la determinación que adopte el señor juez NO ADMITE RECURSO.
- Esa parte final de la norma es bien importante, como quiera que podría pensarse, en gracia de discusión, que fuese el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantía quien tomase una decisión a este respecto, con el fin de permitir la doble instancia; sin embargo, como ha quedado dicho, el mismo legislador prohibió recursos contra un pronunciamiento de esa naturaleza. Luego entonces, el principio de la doble instancia no es un argumento válido para asignar competencia al juez de inferior jerarquía.

- Como atinadamente lo asegura la funcionaria de control de garantías, no puede ser ella quien tome una determinación a ese respecto, como quiera que no podría ir en contravía de lo decidido por su superior jerárquico. Y ello es lógico, dado que obrar en esa dirección la haría incurrir en un acto indebido en atención a que de conformidad con lo establecido en el canon 329 C.G.P., los jueces deben obedecer lo resuelto por el superior; pero además, no hacerlo implica que la actuación que se realice sea NULA e incluso de manera insaneable al tenor de lo reglado en el artículo 136 del mismo estatuto. 
Así las cosas, se declarará que el competente para decidir sobre la solicitud de los defensores de los señores ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXÁNDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, respecto a la sustitución o disminución de la caución prendaria por $11’718.630.oo que les fuera impuesta, es el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

3.- DECISION

El Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala de Decisión Penal, DEFINE que la competencia, para determinar si es procedente la sustitución o reducción de la caución prendaria que le fuera impuesta a los señores ALEXÁNDER LÓPEZ LÓPEZ, DIEGO ALEXÁNDER ESTRADA TORRES, JOHAN SEBASTIÁN OROZCO, CARLOS ANDRÉS GUERRERO RAMÍREZ y JUAN GUILLERMO MONTOYA GALVIS, le corresponde al Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital,  por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia: y, en consecuencia se ordena hacerle devolución de manera inmediata de las estas diligencias para los fines pertinentes.

Infórmese de la presente decisión al Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías. 

Contra esta providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE             JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con salvamento de voto-

El secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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